CONVENIO MULTILATERAL

El Convenio Multilateral se aplica a los contribuyentes que realizan actividades en más de una jurisdicción mediante un proceso único y económicamente inseparable. Su aplicación tiene como propósito distribuir la base imponible del Impuesto sobre los Ingresos Brutos entre las distintas jurisdicciones, en proporción al grado de actividad desarrollado en cada una de ellas. Con tal finalidad, el Convenio establece un "régimen general", bajo el cual la base imponible se distribuye entre las jurisdicciones en proporción a los ingresos y gastos surgidos del último balance cerrado en el año calendario inmediato anterior, y distintos "regímenes especiales" aplicables a ciertas actividades específicas, entre las cuales se encuentran las actividades vinculadas a la construcción. 
Al respecto, el Convenio Multilateral dispone lo siguiente en su artículo 6°: "En los casos de actividades de la construcción, incluidas las de demolición, excavación, perforación, etc., los contribuyentes que tengan su escritorio, oficina, administración o dirección en una jurisdicción y ejecuten obras en otras, se atribuirá el 10% (diez por ciento) de los ingresos a la jurisdicción donde esté ubicada la sede indicada precedentemente y corresponderá el 90% (noventa por ciento) de los ingresos a la jurisdicción en que se realicen las obras".
DUDAS DE ATRIBUCION

Más allá de las deficiencias en la redacción del artículo, al momento de liquidar el impuesto bajo este régimen especial se generaron dudas respecto de la atribución de la proporción de 10%. Efectivamente, durante casi tres décadas las grandes empresas constructoras, en particular las que realizaban obras públicas, han vacilado al momento de asignar el citado porcentaje. Ello se debe a que, en general, tales empresas descentralizan ciertas actividades de administración en oficinas instaladas en las obras. Consecuentemente, si la obra -la cual contaba con su propia administración- se efectuaba en una jurisdicción distinta de la que correspondía a la sede legal y/o de la administración central de la empresa, se generaba cierta incertidumbre con respecto a cuál era la jurisdicción a la que correspondía imputar la mencionada proporción.

Respecto de este asunto merecen mencionar-se dos casos resueltos oportunamente por la Comisión Arbitral y tomados como antecedentes a los efectos del dictado de la nueva Resolución General. En la Res. N° 3/97 (CA) se trató el caso de un contribuyente dedicado a la actividad de construcción que objetó una determinación efectuada por el fisco de la provincia de Buenos Aires. En los hechos, el contribuyente poseía su domicilio legal en la jurisdicción provincial y desarrollaba actividades administrativas y de dirección en la provincia de Santa Fe, en donde también se localizaban las obras que generaban los ingresos cuestionados. El fisco provincial reclamó la atribución de 10% de la base a su jurisdicción sosteniendo que el contribuyente desarrollaba actividades de dirección en su territorio por el hecho de poseer allí su domicilio legal. Por otro lado, el contribuyente sostuvo que el Convenio Multilateral no resultaba aplicable a su caso dado que, según su postura, sus actividades eran perfectamente escindibles al desarrollarse con autonomía de gestión, económica y financiera, en diversos ámbitos territoriales. En apoyatura de su tesis, el contribuyente había aportado documentación que demostraba que desarrollaba actividades administrativas y de dirección en la provincia de Santa Fe. La Comisión resolvió este particular caso -de dirección, administración, escritorio u oficina en más de una jurisdicción- rechazando el recurso interpuesto por el contribuyente y desconociendo, a la vez, lo sostenido por el fisco provincial al establecer que 10% debía asignarse en función de los gastos de administración atribuibles a las oficinas ubicadas en las distintas jurisdicciones involucradas.

El fisco de la provincia de Buenos Aires interpuso un recurso de apelación contra dicha resolución. No obstante ello, la Comisión Plenaria ratificó, mediante la Res. N° 4/97 (CP), lo resuelto anteriormente por la comisión arbitral, resaltando que la decisión adoptada por esta última interpretaba armónicamente el contenido normativo del artículo 6° del Convenio Multilateral. 

El segundo antecedente también se relaciona con un contribuyente que desarrollaba sus actividades de administración y de dirección en jurisdicciones distintas. En este caso, las reuniones de directorio, las asambleas y las actividades de dirección de la empresa tenían lugar en la Ciudad de Buenos Aires, mientras que las actividades administrativas se desarrollaban en su sede de Cañuelas, en la provincia de Buenos Aires. Esta vez, el fisco provincial siguió el criterio esgrimido en la Resolución N° 3/97 (CA), conforme el cual aplicó el porcentaje de 10% en las dos jurisdicciones en las cuales se desarrollaban las actividades de administración y de dirección. En lo que concierne a la defensa planteada por el contribuyente, se sostuvo que el artículo 6° debía interpretarse en su redacción plena sin otras interpretaciones que la propia letra de la norma. En subsidio, se agregó que no resultaba más importante el lugar donde se encuentra la mayor parte del personal o donde se desarrolla la actividad administrativa de la empresa, sino el lugar en el cual se efectúa la dirección de la actividad económica. La controversia concluyó con el dictado de la Resolución N° 17/2003 (CA) en la cual la Comisión Arbitral volvió a considerar equitativa la distribución de la proporción de 10% sobre la base del grado de administración y dirección desarrollado en cada jurisdicción involucrada.

Considerando ambos precedentes, el día 2 de diciembre de 2004 la Comisión Arbitral dictó la ya citada Resolución General N° 109/2004 (CA). Esta norma, aplicable a partir del período fiscal 2005, establece categóricamente que los contribuyentes que apliquen el artículo 6° del Convenio Multilateral deberán, en el caso de poseer su administración o dirección, escritorio u oficina en más de una jurisdicción, atribuir 10% de sus ingresos en función de los porcentajes que resulten de considerar la totalidad de los gastos de administración y dirección efectivamente soportados en cada una de las jurisdicciones en las que se desarrollan tales actividades. Adicionalmente, la norma dispone que la jurisdicción donde se realicen las obras podrá ser partícipe del 10% restante en el caso en que en ella también se desarrollasen actividades de administración o dirección. En el Cuadro A se puede observar un ejemplo de la aplicación del criterio de atribución de 10% en función de lo establecido por la nueva norma. 
Por último, con el objeto de evitar futuras controversias, la resolución determina el alcance que debe otorgarse a las expresiones lugar de administración, lugar de dirección y escritorio u oficina: "a) lugar de administración: es el lugar en el que se efectúan tareas tales como liquidación de sueldos, de cargas sociales y de impuestos, las registraciones contables y se confeccionan los balances comerciales, se realizan las compras, la atención y pago a proveedores, cobranzas de clientes, realización de proyectos y estudios de licitaciones, etc."
"b) Lugar de dirección: es el lugar en el que, revistiendo la condición de permanencia, se toman las decisiones vinculadas al manejo y evolución de la empresa (reuniones de directorio, asamblea de accionistas o socios, etc.)."
"c) Escritorio u oficina: aquellos lugares considerados alternativos para el desarrollo de las actividades de administración y/o dirección antes descriptas."
Si bien las enunciaciones de actividades efectuadas en los puntos a) y b) pretenden clarificar los citados conceptos, debe notarse que no resultan taxativas y, en consecuencia, en determinadas circunstancias se estará frente a cuestiones de hecho que deberán ser probadas por el contribuyente. En relación con ello, debe destacarse una sutil aclaración que se desprende del texto del "considerando" de la Resolución. En efecto, el mismo destaca que el solo hecho de efectuar tareas de control de recepción de materiales o simplemente el pago de sueldos o jornales en la jurisdicción en la que se encuentra la obra no habilita a la jurisdicción del lugar a participar en la atribución. Nótese que distinto es lo previsto para el lugar en el cual se "liquidan los sueldos" o bien, en los cuales realmente se "efectúan las compras", pues estos conceptos participan de la expresión "lugar de administración" definida por la nueva disposición.

A modo de conclusión, entendemos que este tipo de normas interpretativas vienen a traer un poco de luz sobre las numerosas controversias que se presentan a la hora de determinar los coeficientes de distribución del Convenio Multilateral. Si bien se trata de cuestiones que no resultan nuevas, considérese que el Convenio Multilateral data del año 1977 y que oportunamente han sido señaladas por autorizada doctrina-y para las cuales aún deben efectuarse cuidadosos análisis respecto de las situaciones de hecho que se presenten- como, por ejemplo, el caso planteado en el párrafo anterior, creemos que las normas de este tipo contemplan el real espíritu de las disposiciones del Convenio Multilateral, al mismo tiempo que permiten una equitativa distribución de la materia imponible y facilitan la liquidación del Impuesto.

IMPUESTO SOBRE LOS INGRESOS BRUTOS – CML
ALGUNAS CUESTIONES A CONSIDERAR

* Elementos esenciales para configurar el hecho imponible en el impuesto:
1. Ejercicio de una actividad empresaria

2. Habitualidad

3. Propósito de lucro

4. Sustento territorial

* Sustento territorial
La actividad debe desarrollarse en una determinada jurisdicción y esa jurisdicción es la que tiene derecho a cobrar el impuesto.

Se pueden presentar dos situaciones:

a) venta entre presentes: Se asigna el ingreso a la jurisdicción donde se realizó la venta

Las ventas efectuadas a través de corredores se asimilan a ventas entre presentes.  El ingreso se asigna a la jurisdicción donde fue el corredor porque en esa jurisdicción algún gasto tuvo lugar (comida, hospedaje, etc). Debe habilitarse esa jurisdicción.

b) venta entre ausentes: ejemplo: vía fax.  En principio se asigna al domicilio del adquirente siempre y cuando se tenga sustento territorial en esa jurisdicción (tenga un gasto en esa jurisdicción). EJ: envía la mercadería por flete.

El gasto debe estar relacionado con la actividad del contribuyente, incluso puede ser no computable.  No necesariamente debe estar vinculado con ESA venta entre ausentes. 

Suponga que el contribuyente realiza actividad en La Pampa y recibe una llamada desde Entre Ríos solicitando mercadería que hasta ahora se producen y venden exclusivamente en la Pcia de La Pampa. ¿debe comenzar a liquidar el impuesto según el Convenio Multilateral?

Es una operación entre ausentes.  No se conocen las partes (no se envió corredor).  Si el vendedor tuviera algún gasto en la jurisdicción del comprador aunque sea no computable (ej: publicidad), entonces el ingreso será atribuible a Entre Ríos y el contribuyente debe liquidar el impuesto según Convenio Multilateral.

Si no tiene gastos en Entre Ríos, el contribuyente no debe seguir el régimen del CML.

En el caso de ventas entre ausentes, sólo se debe dar de alta la jurisdicción y atribuir ingresos si el vendedor hubiera realizado gastos en la jurisdicción del comprador. 

Suponga que un contribuyente de la Pcia de Río Negro efectúa un gasto en un bar de C.F. (vinculado a su actividad).  Se trata de una venta entre presentes.  El vendedor no debe habilitar la pcia de Río Negro.

Si en cambio, envía mercaderías a Río Negro a través de un corredor. Se trata de una venta entre presentes en Río Negro y debe habilitar la jurisdicción.

Síntesis:

¿a qué jurisdicción se atribuye el ingreso de una venta? 

1. Venta entre ausentes:

Hay gastos efectuados en jurisdicción del comprador? (ej: aviso publicitario en diario local del comprador)

SI
 
JURISDICCION DEL COMPRADOR

NO

JURISDICCION DE VENDEDOR 

2. Venta entre presentes

Se asigna al lugar de perfeccionamiento de la operación 

Si un empresario va a La Pampa y se celebra en La Pampa una operación, aunque la mercadería sea consumida en Misiones: el ingreso es atribuible a La Pampa. 

El contribuyente debe probar esta situaciones (venta entre presentes, ausentes).  Si los elementos de prueba (para demostrar los gastos) se hicieron muchos años antes.  Ej: se publicó un aviso en otra jurisdicción ¿sigue atrayendo ingresos?

CML nada dice.  Según doctrina: el gasto e ingresos deben haberse producido solamente en el ejercicio en que se incurrió, no en un ejercicio pasado.  De lo contrario, el contribuyente no podría acordarse de todos los gastos incurridos en ejercicios ya pasados. 

“…momento de vinculación del hecho imponible con el sujeto pasivo de la obligación tributaria el que puede hacerse, por decisión del legislador, con criterio territorial o con criterio personal o político, por ejemplo, el del domicilio.  Nuestro legislador, en el impuesto que se analiza, ha elegido el criterio territorial. 

Y la precisión de este concepto, de apariencia sencilla, tiene importancia no sólo en cuanto a la interpretación y aplicación de las legislaciones impositivas estrictamente locales, sino también – y principalmente – cuando aparece en juego el Convenio Multilateral, del cual, cabe decirlo aunque también es legislación local de aplicación obligatoria, han recibido aquéllas valiosos aportes en esta cuestión del sustento territorial.  

Porque aquella inofensiva noción de actividades ejercidas en el territorio se convierte en una fuente de conflictos interpretativos, cuando se avanza en la complejidad de las organizaciones económicas que caracterizan a nuestro tiempo.  La cuestión es ¡cuando se debe considerar que una actividad ha sido efectivamente ejercida en determinado lugar?, ¡cuáles son los parámetros a tomar en cuenta para responder con precisión este interrogante? 

Por ejemplo: tanto la provincia de Buenos Aires en su Código Fiscal de 1948, como la ley nacional 13.487 para la Ciudad de Buenos Aires, a partir de 1949, establecieron el impuesto a las actividades lucrativas ajustándolo estrictamente al criterio territorial.  Sin embargo, hubo entre ambas legislaciones una diferencia sustantiva en esta materia, no obstante que ambas gravaban todas las actividades ejercidas en los respectivos distritos, y adoptaron como índice para medir el monto del gravamen los ingresos brutos obtenidos en el año anterior: la Ciudad de Buenos Aires introdujo una limitación a su poder fiscal en un caso, y una extensión en otro, respecto de lo que hubiese resultado de la simple aplicación del principio territorial, consistente en excluir de su esfera de imposición todos los ingresos obtenidos en su territorio sin existencia de un establecimiento permanente, excepto los casos de ventas por consignatarios o comisionistas, y en gravar, en cambio, todos lo ingresos obtenidos fuera de su jurisdicción por contribuyentes domiciliados en ella, salvo cuando fueran obtenidos por establecimientos permanentes radicados fuera. 

Esa diferencia, que después desaparición y que mencionamos a exclusivos fines didácticos, sirve para visualizar el concepto de sustento territorial.  Allí la Ciudad de Buenos Aires, aunque mantuvo el carácter territorial del gravamen, abandonó el principio de sustento territorial, pues no se ajustó estrictamente a él la decisión de no gravar las actividades cumplidas en sus distrito por quienes no tuvieran allí su domicilio o su establecimiento permanente, ni la opuesta, de gravar las actividades cumplidas afuera sin establecimiento permanente, por quienes tuvieran su domicilio en la ciudad de Buenos Aires.  En ambos supuestos y con las salvedades pertinentes que no vienen del todo al caso, se aplicó un principio más asimilable al del domicilio que al del territorio.   

El tema donde la cuestión del sustento territorial alcanzó su expresión más conflictiva, fue el de las llamadas “ventas por correspondencia” – con más precisión, contratos entre ausentes, par ano limitar el concepto a la forma postal-, vinculado al ámbito de aplicación del Convenio Multilateral.  Se discutía si el contribuyente radicado en una jurisdicción que realizaba ventas en otra por medio s que no importaran su efectivo desplazamiento físico a ella – como la vía postal, telefónica, telegráfica, etc.-, debía igualmente tributar a esta última aplicando el Convenio Multilateral; o lo que es lo mismo, si este último fisco tenía potestad tributaria para gravar a quien no había desarrollado en su ámbito una actividad efectiva, aun cuando, sin mediar su presencia física, hubiera concertado operaciones con sujetos radicados en él.  Las posiciones fueron encontradas, entre quienes sostuvieron que aun cuando la operación se hubiese celebrado sin la presencia física del vendedor, los ingresos debían atribuirse a las jurisdicción del comprador, y quienes sostenían las postura opuesta, de que tales ingresos, en razón de que el que los obtienen no se había desplazado de su propia jurisdicción, le correspondían a ésta.  La cuestión dio origen a resoluciones de la Comisión Arbitral y de la Comisión Plenaria, y hasta se registró algún pronunciamiento de la Corte acerca del tema. 

Como en tantos casos, la cuestión no se suscitó en el campo de pureza conceptual propia del gabinete, sino que vino enturbiada por el peso de los intereses. 

Y finalmente se zanjó mediante una modificación al texto del Convenio Multilateral cuyo análisis es útil a los fines de precisar el concepto que tratamos; allí se estableció, mediante un agregado al final del art. 1, complementado por otro al final del inc. b del art. 2, que se deberá considerar que una actividad ha sido efectivamente desarrollada en una jurisdicción, con sustento territorial suficiente en ella como para justificar la pretensión tributaria del respectivo fisco, cuando en ella se hayan realizado gastos de cualquier naturaleza, aunque no se trate de los gastos que el art. 3 considera computables a los fines de la determinación del coeficiente de distribución de base imponible.  El texto del Convenio, que como se sabe es ley local de los veinticuatro fiscos, ha adoptado así una presunción legal: se entenderá que cuando ha habido gasto ha habido ejercicio de actividad y, por tanto, sustento territorial. 

El sustento territorial, en definitiva, es el requisito contenido en la definición del hecho imponible por el cual, para que él se configure, o sea, para que el fisco respectivo pueda pretender el tributo, la actividad debe haberse ejercido de manera efectiva, física, tangible, en el territorio de que se trate. 

Naturalmente los constantes innovaciones tecnológicas y en los modos negociables, imponen una actitud interpretativa atenta a las nuevas realidades, en cuanto se trate de apreciar la configuración de este supuesto de hecho integrante del hecho imponible, para lo cual volvemos sobre lo anterior, será importante reparar en “la índole” de la actividad y en la modalidad adoptada en el caso.” 

(Impuesto sobre los Ingresos Brutos – Enrique G. Bulit Goñi) 
 

* Convenio sujeto vs Convenio actividad 

Si una empresa desarrolla actividad principal (venta de papel) en cuatro jurisdicciones: Entre Ríos, Córdoba, Misiones, Formosa y desarrolla una actividad secundaria (bar) en una única jurisdicción (CF) ¿los ingresos y gastos de la actividad secundaria en una sola jurisdicción deben considerarse bajo el régimen del CML o sólo debe tributarse en esa jurisdicción (CF)?

Hay dos posturas doctrinarias distintas: 

a. Convenio actividad: debe diferenciar, preguntarse si la actividad secundaria se relaciona con la principal.  De no ser así debe tributar la totalidad en CF.  Los ingresos y gastos del bar deben ser escindidos no forman parte del CML.  Por la actividad principal sí entra en las normas del CML porque incurre en gastos en cuatro jurisdicciones distintas. 

b. Convenio sujeto: Todos los ingresos del contribuyente financian los gastos del contribuyente.  Todo debe entrar en un único paquete y debe tributarse bajo el régimen del CML aun por ingresos de una única jurisdicción.

El coeficiente unificado considera la totalidad de ingresos y gastos del contribuyente sin importar de cual actividad provienen.

En definitiva, el contribuyente colabora con el fisco de las provincias de la actividad principal a través de los ingresos del bar que formarán parte de la materia imponible a distribuir.

En la alternativa a) no se beneficia a fiscos de jurisdicciones de las que no provengan los ingresos. 

Actualmente prevalece la postura de convenio sujeto.  Según la comisión plenaria en la causa Iriarte. 

* Ingresos a ser imputados como ingresos a distribuir 

- Ingresos gravados por el impuesto

- Ingresos exentos

- Gravados a tasa cero.

Los ingresos no alcanzados (fuera del objeto) no correspondería ser distribuidos.  El hecho imponible en ISIB es la actividad desarrollada con ánimo de lucro en forma habitual en una determinada jurisdicción.

Existen ingresos que son antónimo de actividad.  Ej. una empresa vende bienes de uso destinados a la actividad.

Este tipo de ingresos es tratado como un ingreso no gravado: no va a planilla de ingresos, aunque pueda ser muy importante en el estado de resultados.  Son resultados extraordinarios.  Se relacionan más con la “desactividad” que la actividad misma. 

Puede ser que una jurisdicción según su código fiscal considere la venta de bienes de uso como no gravada y otra como exenta.

¿se incorporaría a la distribución de ingresos?

Debe tomarse el criterio que adopte la jurisdicción donde está radicado el contribuyente (jurisdicción “sede”).  Si la jurisdicción sede determina que es un ingreso exento, correspondería distribuirlo aunque se haya obtenido en otra jurisdicción. 

